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1. LA TRANSACCIÓN. - Establece el artículo 2469 del Código Civil que la transacción es un contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un litigio eventual y posteriormente señala que no es transacción el acto que sólo consiste en la renuncia de un derecho que no se disputa.

En ese sentido, la Sala de Casación Laboral desde sentencia de 19 de noviembre de 1959 manifestó que “Es de la esencia de la transacción que las partes hagan mutuas concesiones, esto es, que cada una pierda parte del derecho que cree tener. Si el acto se limita a reconocer derechos a una sola de las partes o renunciar a los que no se disputan, no hay transacción”.
2. DECLARACIÓN OFICIOSA DE LA EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA. – Establece el artículo 306 del C.P.C. (hoy 282 del C.G.P) que cuando el Juez halle probados los hechos que constituyan una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, las cuales deberán ser alegadas por el interesado en la contestación de la demanda; declaratoria ésta que también puede realizarse en el curso de la segunda instancia, tal y como lo dejó sentado la Sala de Casación Laboral en sentencia de 23 de octubre de 2012 radicación Nº 39.366 con ponencia del Magistrado Luis Gabriel Mirando Buelvas, en los siguientes términos:

“La cosa juzgada es una institución que por perseguir los objetos de certeza y seguridad jurídica anunciados, así como puede ser alegada por la parte interesada desde el mismo umbral del proceso a través de las llamadas excepciones previas que por sabido se tiene tienden a impedir el adelantamiento irregular del proceso, también puede ser declarada oficiosamente, aún en la segunda instancia, pues el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil --artículo 282 del nuevo Código General del Proceso--, aplicable a los procesos del trabajo por la remisión de que trata el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, que concede al juzgador dicha posibilidad, salvo las consabidas restricciones respecto de la nulidad, la compensación y la prescripción, las cuales deben ser siempre alegadas, no puede entenderse derogado por la vigencia del artículo 66 A del código procedimental últimamente citado. Por manera que, en cuanto a dicha alegación no asiste razón alguna a los recurrentes, dado que, como se ha asentado, la cosa juzgada interesa al orden público y, por tanto, bien pueden los jueces de segundo grado declararla, aún, de oficio.”.            
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintisiete de septiembre de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARIA PAULINA PÉREZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 2 de marzo de 2017, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, ALVARO QUINTERO DUQUE y MARÍA ONDINA QUINTERO DE QUINTERO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00628-02.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Paulina Pérez que la justicia laboral declare que entre ella y Álvaro Quintero Duque y María Ondina Quintero de Quintero existió un contrato de trabajo entre el 5 de julio de 1988 y el 5 de noviembre de 2009 y con base en ello aspira que se les condene a cancelar el título pensional correspondiente por el periodo comprendido entre el 5 de julio de 1988 y el 30 de abril de 1997.
Solicita también que una vez se cancele el mencionado título pensional se declare que es beneficiaria del régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente a partir del 5 de noviembre de 2009.

Finalmente pide que se condene a lo que resulte probado extra y ultra petita, la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Prestó sus servicios domésticos a favor de Álvaro Quintero Duque y María Ondina Quintero de Quintero desde el 5 de julio de 1988 hasta el 5 de noviembre de 2009; para el 1º de enero de 1994 se encontraba afiliada al régimen de prima media con prestación definida administrado por el ISS; en la historia laboral solo se reflejan cotizaciones desde el 1º de mayo de 1997 hasta el 31 de enero de 2010, es decir, que no fue afiliada desde el 5 de julio de 1988, motivo por el que no se cancelaron los aportes a pensión correspondientes al periodo comprendido entre esa calenda y el 30 de abril de 1997; en su historia laboral se evidencian algunas inconsistencias que no reflejan la totalidad cotizaciones que deberían reportarse por el periodo que va desde el 1º de mayo de 1997 y el 31 de diciembre de 2009; sumando las semanas cotizadas, más las no reportadas por inconsistencias y las que no se hicieron por falta de afiliación, acredita un total de 1093 semanas; el señor Álvaro Quintero Duque le solicitó que firmara un acta de transacción el 9 de noviembre de 2009, en donde él se compromete a cancelarle mensualmente un salario mínimo legal mensual vigente y el pago de los aportes a Colpensiones, no obstante el pago de los aportes no se siguieron haciendo desde el 31 de enero de 2010; en ese documento el accionado reconoce que ella prestó servicios a su favor por espacio de 20 años; el señor Quintero Duque por medio de escritura pública Nº 1877 de 22 de mayo de 2013 elevada ante el Notario Tercero del Círculo de Pereira, donó sus bienes inmuebles a sus hijos Jesús Álvaro, Mauricio y Beatriz Estella Quintero Quintero, en las proporciones allí definidas.
Al contestar la demanda –fls.67 a 73- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó que en la historia laboral de la demandada se reflejan cotizaciones desde el 1º de mayo de 1997, el contenido del Acta de Transacción celebrada entre la accionante y el señor Álvaro Quintero Duque e igualmente la donación efectuada por éste a sus hijos mediante la escritura pública reseñada anteriormente.  Frente a los demás hechos manifestó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.
Al dar respuesta a la demanda respectivamente –fls.99 a 110 y 118 a 129-, Álvaro Quintero Duque y María Ondina Quintero de Quintero manifestaron que la relación laboral se presentó entre la demandante y el señor Quintero Duque, que en efecto no se le cancelaron la totalidad de los aportes al sistema general de pensiones y el contenido del Acta de Transacción, explicando que no hubo compromiso frente al pago de aportes a la seguridad social, sino únicamente al de la pensión de vejez en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente. Se opusieron a las pretensiones y formularon las excepciones de fondo de “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “Prescripción de la acción laboral respecto a aportes o cotizaciones a saldar a Colpensiones”, “Prescripción laboral respecto a la pensión solicitada por la demandante”, “Compensación”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva en cuanto a la demandada señora María Ondina Quintero de Quintero”, “Enriquecimiento sin causa”, “Inexistencia de la obligación pensional”, “Inexistencia de relación contractual”.
Por medio de auto de 8 de junio de 2016 –fl.136- el juzgado de conocimiento admitió las contestaciones allegadas por Álvaro Quintero Duque y María Ondina Quintero de Quintero, pero inadmitió la presentada por Colpensiones al no haberse pronunciado adecuadamente frente varios hechos, no obstante, al haber dejado pasar en silencio el término otorgado para corregirla, la a quo  por medio de auto de 28 de junio de 2016 –fl.140- tuvo por cierto los hechos concernientes a que a la actora no se le cancelaron los aportes a pensión entre el 5 de julio de 1988 y el 30 de abril de 1997 y que con posterioridad existen algunas inconsistencias en la historia laboral.

En sentencia de 2 de marzo de 2017, la funcionaria de primer grado declaró que entre la señora María Paulina Pérez y el señor Álvaro Quintero Duque existió un contrato de trabajo verbal a término indefinido entre el 5 de noviembre de 1989 y el 5 de noviembre de 2009, el cual fue finalizado por decisión voluntaria de la trabajadora.

Posteriormente manifestó que el empleador demandado no cumplió con su deber de afiliar a la señora María Paulina Pérez desde el 5 de noviembre de 1989 cuando inició la relación laboral entre ellos, sino que decidió hacerlo desde el 1º de mayo de 1997, lo que implica que al no haber cumplido con esa obligación, le corresponde hacerse cargo de la pensión de vejez a que tiene derecho la demandante, tal y como de manera voluntaria y con la anuencia de ella decidió hacerlo el señor Quintero Duque mediante transacción de 9 de noviembre de 2009, en la cual se pactó el pago de la prestación económica a cargo del accionado en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, la cual se hizo efectiva desde ese momento y se continuó cancelando hasta el mes de febrero de 2016, cuando él la suspendió al haber sido notificado de la presente acción.

Por los motivos expuestos y al haber asumido esa responsabilidad ante la falta de afiliación al sistema general de pensiones, absolvió a la Administradora Colombiana de Pensiones e igualmente a la señora María Ondina Quintero de Quintero de las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, la señora María Paulina Pérez interpuso recurso de apelación, argumentando que no era una garantía para ella que el señor Álvaro Quintero Duque continuara a cargo de la prestación económica, en consideración a que esa obligación podría extinguirse el día en que aquel fallezca, pues uno de sus hijos fue claro en manifestarle que el día que él faltara, ellos no seguirían cancelando esa obligación; motivo por el que estima que resulta mucho más favorable para sus intereses que sea el sistema el que se haga cargo de la pensión de vejez a la que tiene derecho.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Hay lugar a declarar probada de manera oficiosa la excepción de cosa juzgada?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Resulta procedente acceder a las pretensiones de la parte actora?

Con el propósito de dar solución al interrogante es del caso analizar el siguiente aspecto jurídico:

1. LA TRANSACCIÓN

Establece el artículo 2469 del Código Civil que la transacción es un contrato en que las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un litigio eventual y posteriormente señala que no es transacción el acto que sólo consiste en la renuncia de un derecho que no se disputa.

En ese sentido, la Sala de Casación Laboral desde sentencia de 19 de noviembre de 1959 manifestó que “Es de la esencia de la transacción que las partes hagan mutuas concesiones, esto es, que cada una pierda parte del derecho que cree tener. Si el acto se limita a reconocer derechos a una sola de las partes o renunciar a los que no se disputan, no hay transacción”.

2. DECLARACIÓN OFICIOSA DE LA EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA.

Establece el artículo 306 del C.P.C. (hoy 282 del C.G.P) que cuando el Juez halle probados los hechos que constituyan una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, las cuales deberán ser alegadas por el interesado en la contestación de la demanda; declaratoria ésta que también puede realizarse en el curso de la segunda instancia, tal y como lo dejó sentado la Sala de Casación Laboral en sentencia de 23 de octubre de 2012 radicación Nº 39.366 con ponencia del Magistrado Luis Gabriel Mirando Buelvas, en los siguientes términos:

“La cosa juzgada es una institución que por perseguir los objetos de certeza y seguridad jurídica anunciados, así como puede ser alegada por la parte interesada desde el mismo umbral del proceso a través de las llamadas excepciones previas que por sabido se tiene tienden a impedir el adelantamiento irregular del proceso, también puede ser declarada oficiosamente, aún en la segunda instancia, pues el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil --artículo 282 del nuevo Código General del Proceso--, aplicable a los procesos del trabajo por la remisión de que trata el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, que concede al juzgador dicha posibilidad, salvo las consabidas restricciones respecto de la nulidad, la compensación y la prescripción, las cuales deben ser siempre alegadas, no puede entenderse derogado por la vigencia del artículo 66 A del código procedimental últimamente citado. Por manera que, en cuanto a dicha alegación no asiste razón alguna a los recurrentes, dado que, como se ha asentado, la cosa juzgada interesa al orden público y, por tanto, bien pueden los jueces de segundo grado declararla, aún, de oficio.”.            

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión por no haber sido objeto de apelación por parte del señor Álvaro Quintero Duque, que entre él y la señora María Paulina Pérez existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 5 de noviembre de 1989 y el 5 de noviembre de 2009, en donde el empleador omitió su deber de afiliarla al sistema general de pensiones el 5 de noviembre de 1989, pues solo vino a hacerlo desde el 1º de mayo de 1997.

Conscientes de la omisión cometida por el señor Álvaro Quintero Duque en su calidad de empleador, las partes decidieron suscribir Acta de Transacción elevada el 9 de noviembre de 2009 ante la Notaría Segunda del Círculo de Pereira, en la que en consideración a los 20 años de servicios prestados por la señora María Paulina Pérez como empleada del servicio doméstico, se comprometieron a que el señor Quintero Duque a partir de esa fecha le cancelaría a título de pensión de vejez, el salario mínimo legal mensual vigente, monto sobre el cual se le harían los descuentos en salud, obligándose la señora Pérez por su parte a entregar al demandado la indemnización sustitutiva por vejez, obligación pensional que tal y lo confesó la accionante al absolver el interrogatorio de parte, cumplió el señor Álvaro Quintero Duque desde ese momento, hasta el mes de febrero de 2016, cuando aquel suspendió el pago de la prestación al haber sido notificado de la presente acción.

Bajo tales circunstancias, nótese que las partes, precaviendo la apertura de un litigio dirigido al reconocimiento de la pensión de vejez a favor de la actora, decidieron resolverlo extrajudicialmente por medio de la transacción suscrita el 9 de noviembre de 2009, en donde se hicieron concesiones mutuas, pues el señor Álvaro Quintero Duque se comprometió direccionar a su favor la prestación económica mensualmente y por su parte la señora María Paulina Pérez se comprometió a desembolsar a su favor la indemnización sustitutiva de la pensión que recibiera del ISS..

Es que nótese que lo que hicieron las partes en ese momento, 9 de noviembre de 2009, fue dar aplicación a la jurisprudencia vigente para ese momento, emanada de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, quien en sentencias tales como la 39.811 de 1º de noviembre de 2011, 39.874 de 13 de marzo de 2013 y 38.587 de 30 de abril de 2013, sostenía que la consecuencia jurídica de la falta de afiliación o afiliación tardía por parte del empleador al trabajador sistema de pensiones, consistía en que éste asumiera el pago de las prestaciones en las mismas condiciones en las que la hubiese concedido el respectivo fondo pensional.
Así las cosas, como el Acuerdo de Transacción, en los términos del artículo 4483 del Código Civil tiene efectos de cosa juzgada entre las partes, tal y como lo establece el artículo 2483 del C.C., necesario resulta declarar probada de manera oficiosa la excepción de cosa juzgada, tal y como lo prevé el artículo 306 del C.P.C. (hoy 282 del C.G.P.); motivo por el que se adicionará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, en este sentido.

Costas en esta sede a cargo de la parte recurrente en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. ADICIONAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, en el sentido de DECLARAR probada de manera oficiosa la excepción de cosa juzgada, al haber producido plenos efectos el Acuerdo de Transacción suscrito el 9 de noviembre de 2009 entre el señor ÁLVARO QUINTERO DUQUE y la señora MARÍA PAULINA PÉREZ.
SEGUNDO. CONFIRMAR la sentencia proferida el 2 de marzo de 2017.

TERCERO. CONDENAR en costas en esta sede a la parte actora en un 100%.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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